SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°027
                                                     RADICACIÓN:  6600122040002019800148-01


ACCIONANTE:  ALBERTO DE JS. CARMONA G.
NIEGA POR IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

  Sentencia  – 1ª instancia –3 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela 
Radicación Nro. :          6600122040002019800148-01

Accionante:                  Alberto de Js. Carmona G.

Accionado:                    Fiscalía 9ª Seccional de Pereira (Rda.),
      
Magistrado Ponente:    Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:                             DEBIDO PROCESO/ MORA JUDICIAL –No se probó- /INDAGACIÓN PRELIMINAR/ INVESTIGACIÓN EN CURSO/ ÚLTIMA ACTUACIÓN 16 DE JULIO DE 2018 /  NIEGA POR IMPROCEDENTE.
En este caso, el señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA GARCÍA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus derechos fundamentales  al debido proceso y de acceso a la Administración de Justicia, como quiera que por parte de la Fiscalía 9A Seccional de Pereira no se ha adoptado decisión de fondo con ocasión de la denuncia formulada en contra del señor JULIO CÉSAR CASTAÑO PARRA.

(…)

Sea como fuere, y pese a esas opciones judiciales con las que cuentas el actor, es lo cierto que la Colegiatura no observa que los derechos constitucionales del debido proceso y acceso a la Administración de Justicia del señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA hayan sido quebrantados injustificadamente, ya que precisamente en virtud del ejercicio de esa garantía fundamental: (i) instauró la denuncia penal que dio origen a la investigación en cita; (ii) la Fiscalía emitió las respectivas órdenes a Policía Judicial tendientes a esclarecer los hechos materia de denuncia, en cumplimiento de diversas órdenes; y (iv) en la actualidad aún se surten labores con el fin de perfeccionar la investigación, en tanto la última misión de trabajo fue librada en julio 16 de la presente anualidad.
En conclusión, como quiera que por encontrarse en curso la indagación que se adelanta con ocasión de la denuncia formulada por el ciudadano CARMONA GARCÍA, se negará por improcedente el amparo constitucional impetrado. 
      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                      RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, tres (03) de agosto dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 645
                                                   Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA GARCÍA contra la Fiscalía 9ª Seccional de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia.     

2.- SOLICITUD 
Informa el señor CARMONA GARCÍA que a consecuencia de un proceso civil fue despojado de su vivienda y los muebles y enseres que contenía, los cuales le fueron entregados al auxiliar de la justicia JULIO CÉSAR CASTAÑO PARRA, sin que a la fecha se hubiera logrado obtener su devolución, por lo cual presentó a la Fiscalía celeridad en la investigación penal. Aduce que es mayor de 70 años, con problemas económicos y de salud, es un sujeto de especial protección constitucional como lo hizo ver a la Fiscalía, y por ello pide su pronunciamiento para que se agilice la condena e iniciar la reparación de perjuicios.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos vulnerados y se le ordene a la Fiscalía 9ª Seccional que cierre la investigación y proceda a formular cargos para obtener una condena y presentar incidente de reparación.

3.- CONTESTACIÓN
Del trámite constitucional se corrió traslado a la Fiscalía 9ª. Seccional y se dispuso la vinculación de los allí intervinientes -indiciado, defensor, apoderado de víctimas, Ministerio Público- frente a lo cual únicamente se pronunció la titular del despacho accionado, donde informa las labores que se han realizado en el referido asunto, que en la actualidad se está a la espera que el investigador responda la orden emitida, para lo cual debe tenerse en consideración que  solo tiene uno asignado al despacho, quien tiene más de 50 misiones de trabajo, máxime que el asunto hace poco llegó al juzgado y se requiere de un tiempo prudencial para su desarrollo.  Pide que sea declarado que por ese despacho no se han vulnerado los derechos del accionante.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes y la Sala procedió a efectuar inspección judicial a la carpeta del caso que adelanta la Fiscalía 9a Seccional bajo el radicado 660016000036201802274.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar la fiscalía involucrada a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA GARCÍA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus derechos fundamentales  al debido proceso y de acceso a la Administración de Justicia, como quiera que por parte de la Fiscalía 9A Seccional de Pereira no se ha adoptado decisión de fondo con ocasión de la denuncia formulada en contra del señor JULIO CÉSAR CASTAÑO PARRA.
De la información aportada por el quejoso, se observa que en efecto mediante escrito de abril 17 de 2018, se radicó denuncia penal en contra del ciudadano antes mencionado, por la presunta comisión de la conducta de fraude a resolución judicial, y de lo inserto en el líbelo tutelar se aprecia con meridiana claridad que lo prendido es que por parte de la Fiscalía 9a Seccional se dé  celeridad al asunto.

Frente a tal postura, debe indicarse que el parágrafo del artículo 175 del C.P.P. expresa:

“La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.”  -negrillas fuera de texto-
Ahora bien, se aprecia que el asunto objeto de investigación fue puesto en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación hace algo más de tres meses, y con el fin de determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de comisión de la presunta ilicitud, por parte de la Fiscalía se adelantan las labores pertinentes. Al realizarse por parte de esta Corporación la inspección judicial a la carpeta respectiva
, se constató que en junio 18 de 2018 se libró orden a la policía judicial, por medio de la cual se dispuso la práctica de diversas actividades investigativas para dar claridad a los hechos denunciados; así mismo, que con ocasión del escrito que presentó el hoy accionante donde solicitó celeridad en el asunto, la referida funcionaria emitió nuevo requerimiento a la Policía Judicial en julio 16 de 2018, para que se realizara entrevista al profesional del derecho referido por el denunciante como testigo de los hechos.

Lo anterior permite predicar sin lugar a duda alguna, que el asunto sometido a la respectiva investigación fue recientemente asignado a la Fiscalía 9ª Seccional, y en desarrollo de dicha indagación se han librado diversas órdenes a Policía Judicial tendientes a recaudar elementos materiales probatorios con los cuales se pueda obtener información para esclarecer los hechos denunciados.

La jurisprudencia ha aceptado la eventual injerencia del juez de tutela cuando está de por medio la presencia de una situación que conlleve la necesidad de amparo por razón de una determinación judicial que conlleve una lesión a un derecho constitucional, y no contar el afectado con mecanismos judiciales idóneos para abogar por la vigencia de dicha prerrogativa
. 

De igual forma el órgano de cierre en materia penal
, también ha referido que cuanto el proceso aún se encuentra en curso, ello impide que el juez de tutela pueda inmiscuirse en dichos asuntos. Al respecto se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-

La Corte Constitucional también ha referido que es en el interior del proceso donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Y en este asunto se aprecia que el señor CARMONA ya solicitó a la Fiscalía 9ª Seccional se le diera celeridad al asunto y ello incluso motivó a que se librara una nueva orden a la Policía Judicial en julio 18 de 2018, con miras a entrevistar a uno de los testigos del hecho ilícito. Tal circunstancia implica la improcedencia de la acción constitucional ante la existencia de otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir el accionante de considerar que se han quebrantado sus derechos.

El canon 86 de la Carta Política prescribe: “[…] Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable […]”, y en este caso la normativa bajo la cual se adelanta la referida indagación -Ley 906/04- ofrece a los participantes los instrumentos a los cuales puede acudir al evidenciar que la mora en la toma de decisiones en los respectivos procesos pone en riesgo sus derechos fundamentales.

Véase que de conformidad con el numeral 7 del artículo 56 de la codificación aludida prevé como causal de impedimento: “Que el funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a menos que la demora sea debidamente justificada”. Así mismo, el artículo 60 ídem señala: “si el funcionario en quien concurra alguna de las causales de impedimento no lo declarare, cualquiera de las partes podrá recusarlo”. De igual manera, la persona que se sienta afectada con un proceder indebido de esta naturaleza, se encuentra en todo el derecho de denunciar disciplinariamente al funcionario judicial para que sea sancionado. 

Como vemos, la ley otorga distintos mecanismos a las partes para que puedan hacer cumplir los plazos dentro de la actuación penal con la finalidad de resguardar el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas, de ahí surge la improcedencia de acudir a la vía de la tutela
 para eventos como el que ahora es objeto de estudio por esta Corporación, toda vez que será en el interior de ese asunto donde se surtan todas las actuaciones que se consideren necesarias para la protección de sus derechos. 
Al margen de lo anterior, en este preciso evento se aprecia que la indagación apenas cuenta con algo más de tres meses de radicada en la Fiscalía 9ª Seccional, y en la actualidad se desarrollan labores investigativas que no han concluido y por ende no puede exigírsele, como así lo pretende el actor, que ese despacho proceda a formular la imputación sin adelantar las actividades que le permitan establecer que por parte del allí indiciado se infringió el ordenamiento penal.

Sea como fuere, y pese a esas opciones judiciales con las que cuentas el actor, es lo cierto que la Colegiatura no observa que los derechos constitucionales del debido proceso y acceso a la Administración de Justicia del señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA hayan sido quebrantados injustificadamente, ya que precisamente en virtud del ejercicio de esa garantía fundamental: (i) instauró la denuncia penal que dio origen a la investigación en cita; (ii) la Fiscalía emitió las respectivas órdenes a Policía Judicial tendientes a esclarecer los hechos materia de denuncia, en cumplimiento de diversas órdenes; y (iv) en la actualidad aún se surten labores con el fin de perfeccionar la investigación, en tanto la última misión de trabajo fue librada en julio 16 de la presente anualidad.
En conclusión, como quiera que por encontrarse en curso la indagación que se adelanta con ocasión de la denuncia formulada por el ciudadano CARMONA GARCÍA, se negará por improcedente el amparo constitucional impetrado. 
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA por improcedente el amparo invocado por el señor ALBERTO DE JESÚS CARMONA GARCÍA.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 18.


� CSJ STP, 29 ago. 2013, Rad. 68927


� CSJ STP, 6 may. 2015, Rad. 79314 


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Al respecto así se ha pronunciado en sede de tutela la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en diversas sentencias. Véase entre ellas las STP 78767 y 79169 de 2015.
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